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CUMPLIMIENTO CUMPLIMIENTO ANORMAL E INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES.

. cumplimiento.

     Supone la exacta y completa ejecución de la prestación por parte del deudor.

     Tradicionalmente suele designarse al cumplimiento de la obligación con los términos de pago o solución, razón por la cual el C ci regula la materia del pago a propósito de los modos de extinción de las obligaciones en los artículos 1.156 y siguientes.

     No obstante un importante sector doctrinal considera que el pago mas que una forma de extinción de las obligaciones constituye el desarrollo normal de las mismas, razón por la cual lo encuadran sistemáticamente en la teoría de los efectos de la obligación.

. cumplimiento anormal.

     Acontece cuando la ley impone la ejecución forzosa de la prestación del deudor, bien en forma especifica, bien por equivalente. Este último supuesto es objeto de estudio en epígrafe específico.

. incumplimiento.

     O infracción del deber jurídico que pesa sobre el deudor de realizar la prestación a la que se ha comprometido. Entiende la doctrina mas reciente que no es necesario que la obligación sea exigibles para que se produzca incumplimiento sino que este tendrá  también lugar cuando por actos del deudor la obligación resulte imposible de cumplir o cuando en forma clara y definida manifieste su voluntad de no cumplir llegado el momento.
     Podemos de él realizar varias clasificaciones, así atendiendo a un punto de vista objetivo cabe:


1) Incumplimiento definitivo, que acontece cuando por causas que afectan a la obligación se hace imposible el cumplimiento de esta. Y así:



a) la imposibilidad sobrevenida de la prestación.



b) La imposibilidad temporal que determina la frustración del fin del negocio.



c) La voluntad manifiesta e inequívoca del deudor de no cumplir con su obligación.


2) Incumplimiento inexacto o anormal, que se da en todos aquellos casos en que el comportamiento solutorio del deudor no se ajusta a las condiciones que el pago reclama para producir plenos efectos liberatorios.

Puede hacer referencia a la inexactitud de los sujetos, al objeto de la obligación, al lugar y al tiempo del cumplimiento.

      Desde el punto de vista de la imputabilidad puede clasificarse según sus causas sean atribuibles:

      1) Al deudor, lo que nos permita estudiar los supuestos de dolo y culpa contractual.

      2) Al acreedor lo que nos permitir  estudiar la mora del acreedor.

      3) A un tercero extraño al vínculo, lo que determina la llamada tutela aquiliana del crédito que dar  lugar a la correspondiente indemnización conforme a lo previsto por el Art. 1.902.
      En este sentido se ha pronunciado el TS en sentencias de 23 de Marzo de 1921, 29 de Octubre de 1955 y 25 de Marzo de 1957. En la primera de ellas se contemplo el caso de un artista que firmando en exclusiva con una casa discográfica incumplió su contrato, gravando discos con otra compañía que conocía la existencia del primer contrato, decretando el TS la responsabilidad mancomunada tanto del artista como de su segunda casa discográfica.
      4) A nadie, por obedecer a un hecho fortuito, inevitable e imprevisible, lo que nos permitirá  tratar del caso fortuito y de la fuerza mayor.

MORA.

. define y clases.

     Definimos la mora como el retraso culpable que no impide el cumplimiento tardío, ya que si a consecuencia del mismo desaparece la posibilidad de cumplir la obligación mas que ante la mora nos hallaremos ante un supuesto de incumplimiento total.

     Se divida la mora en "solvendi" o del deudor y "accipiendi" o del acreedor y a su vez la mora del deudor se subdivide en mora solvendi ex persona y solvendi ex re según necesite o no la interpelación del acreedor para producirse.

     Hay sin embargo autores que no admiten la mora del acreedor fundándose en que si este se niega a recibir lo que se le debe no falta a una obligación porque no tiene obligación de recibir.
     No obstante la doctrina mas moderna suele mantener la idea tradicional de la mora del acreedor teniendo en cuenta que si bien este no tiene obligación de recibir tiene en cambio la de no impedir que el deudor se libere de su sujeción y si pone obstáculo a esto debe ser él quien sufra las consecuencias.
     El c ci como la generalidad de los latinos no regula la mora del acreedor de modo sistemático y detallado, pero sin embargo trata del principal de sus efectos: la consignación.
. mora del deudor, sus requisitos.


1) Que se trata de una prestación positiva de dar o hacer, pues en las obligaciones de no hacer no cabe la mora.


2) Que la obligación sea exigible (lo que excluye a las naturales) vencida y liquida.

      Concretando este ultimo requisito el TS indica que no puede estimarse la morosidad de las obligaciones que consisten en pago de cantidad cuando la determinación de esta:


a) dependa de un juicio previo encaminado a determinarla (SS entre otras de 15 de Febrero, 18 de Octubre y 30 de Noviembre de 1982 y 5 de Marzo de 1990).


b) o cuando antes hay que determinar el saldo exigible (SS de  4, 5 y 8 de Junio de 1986).


c) o en general no se haya concretado (TS 17 de Febrero, 4 de Abril, 10 y 21 de Octubre de 1986) pues como dice la sentencia de 5 de marzo de 1990:


"...solo si la cantidad es liquida se deben intereses, y si la liquidez se determina en la sentencia su abono solo procede desde que esta ha adquirido firmeza, en ortodoxa aplicación del principio reconocido en Sentencia de 20 de Febrero de 1988, de que "in iliquidis non fit mora".

Por contra si hay acuerdo de las partes sobre la existencia de la deuda, pero no sobre la cuantía exacta, debe considerarse en mora al deudor en la medida en que reconoce su deber.


3) Que el deudor retrase culpablemente el cumplimiento.


4) Que el acreedor requiera de pago al deudor judicial o extrajudicialmente.


Implican un requerimiento judicial: la interposición de la demanda o la reconvención y en vía extrajudicial el envío de la cuenta con recibí.

Ello no obstante Albaladejo señala que la interposición de la demanda no produce la mora sino hasta el momento en que dicha interposición ha sido comunicada a la otra parte. Sin perjuicio de que en los casos en que haya existido previamente a la demanda un acto de conciliación se haya exigido el cumplimiento de la obligación en ‚l y por tanto a partir de ese momento exista ya la mora.

      Este criterio ha sido expresamente desestimado por la jurisprudencia del TS, de entre cuyas sentencias, cabe citar, por todas la de 30 de Diciembre de 1994 que desestimo la tesis de la recurrente de que:


"...el devengo de intereses arranca de la fecha del emplazamiento de la recurrente, pues desde entonces comienza la mora del deudor por darse entonces la exigencia del cumplimiento de la obligación y no con anterioridad. Pero tal criterio no se ajusta a lo que en estos casos tiene reiteradamente declarado esta Sala, de acuerdo con la doctrina procesal que considera entre los principales efectos de derecho material de la presentación de la demanda la constitución en mora del deudor conforme al artículo 1100 del Código Civil. Lo mismo en supuestos como el debatido, en que se pidió una cantidad liquida, se condeno a los demandados al pago de intereses devengados desde la presentación de la demanda (Sentencias ente otras, de 9 de Junio 1981, 20 Diciembre 1985, 10 octubre 1986 y 7 Junio 1989), sin que existan motivos en esta litis para no seguir ese consolidado criterio. Por todo ello, este motivo debe ser desestimado.".

      Ahora bien hay casos en que el requerimiento no es necesario, diciendo el articulo 1.100 p 2 y 3:


"No será sin embargo, necesaria la intimación del acreedor para que la mora exista:


1) Cuando la obligación o la ley lo declaren así expresamente.


2) Cuando de su naturaleza y circunstancia resulte que la designación de la época en que había de entregarse la cosa o hacerse el servicio, fue motivo determinante para establecer la obligación.".

      En realidad el número 2) como dice el profesor De Buen no es un supuesto de mora, sino de incumplimiento total, puesto que el momento en que ha de realizarse la prestación se considera esencial para los efectos que con la prestación se pretenden.

     Hasta aquí la redacción del Art. 1.100 es perfectamente comprensible, sin embargo sigue diciendo;

"En las obligaciones recíprocas ninguno de los obligados incurre en mora si el otro no cumple o no se allana a cumplir debidamente lo que le incumbe. Desde que uno de los obligados cumple su obligación, empieza la mora para el otro.".

      Y a partir de aquí la interpretación del precepto se complica;

     A) La practica generalidad de autores entiende que el Art. 1.100 detalla tres excepciones en las que no hace falta requerimiento para que se produzca mora; serían las señaladas bajo sus números 1) y 2) y además una tercera detallada en este ultimo párrafo y conforme a la cual en las obligaciones recíprocas si una parte cumple lo que le incumbe, automáticamente, y sin necesidad de requerimiento, la otra parte incurre en mora.
     Esta es la tesis mas firmemente recogida por la jurisprudencia y as¡ y solo a titulo de ejemplo copiamos la sentencia de 17 de Enero de 1967;


"....el inciso final de dicho precepto y la doctrina legal que lo desenvuelven establecen que no es necesaria la interpelación judicial o extrajudicial del acreedor al deudor en tales hipótesis, por no ser justo que una de las partes se aproveche al mismo tiempo, y sin la adecuada contraprestación, de la cosa recibida y de la que, a su vez, estaba obligado a entregar (sentencias de 3 de Diciembre de 1898, 15 de Febrero de 1905, 10 de Enero de 1920 y 22 de Marzo de 1950).".

     B) Frente a esta postura se alza la opinión de Albaladejo (La mora en las obligaciones recíprocas. Revista Critica de Derecho inmobiliaria. 1968 p g. 10), apoyada por el magistrado Ogayar y Ayllon (Efectos que produce la obligación bilateral. Doctrina jurisprudencial sobre los artículos 1.124 y 1.504 del código Civil. Pamplona. 1983), conforme a esta tesis cuando en las obligaciones recíprocas una parte cumple, por este simple hecho no queda la otra constituida en mora si a ello no se añade una interpelación en tal sentido. El Art. 1.100 contiene pues dos excepciones al requerimiento como requisitos para constituir la mora y no dos como habitualmente se sostiene.

     Albaladejo para sostener su postura alega:


1) Que lo único que hace el Art. 1.100 es decir que en las obligaciones recíprocas no basta el requerimiento para que una parte se constituya en mora sino que además es necesario que la parte que requiere haya cumplido lo que le incumbe, cumplimiento este que el C ci no exige en obligaciones distintas a las recíprocas.

2) Que el Art. 1.100 esta dividido en tres partes: la primera referida a las obligaciones unilaterales dice que es necesario el requerimiento para constituir la mora, la segunda también referida a las obligaciones unilaterales contiene dos excepciones a la primera parte y por ultimo la tercera parte viene referida a las obligaciones unilaterales y exige para la constitución de mora tanto el requerimiento como el cumplimiento por la parte que reclama.

Si no fuera así no dice el código sencillamente habría numerado el último párrafo como caso 3).

3) Que García Goyena al comentar el proyecto de C ci de 1981, refiriéndose al equivalente del actual Art. 1.100 dice que; "el que no cumple, mal puede reclamar del otro el cumplimiento".

4) Que cuando el no cumplidor ignorase el cumplimiento de su contraparte seria injusto declararlo constituido en mora y 


5) Que al interpretar que el Art. 1.100 contiene tres excepciones a la constitución automática en mora chocamos frontalmente con el Art. 1.501, el cual establece que; 

"El comprador deber  intereses por el tiempo que medie entre la entrega de la cosa y el pago del precio, en los tres casos siguientes:



1) Si así se hubiere convenido.



2) Si la cosa vendida y entregada produce fruto o renta.

3) Si se hubiere constituido en mora con arreglo al Art. 1.100."


Y Albaladejo hace notar que si conforme al artículo 1.100 mediante la simple entrega de la cosa ya se constituyera al comprador en mora sin necesidad de interpelatio, el Art. 1.501 estaría de mas y no tendría utilidad.


El profesor Ángel Cristóbal Montes (La mora del deudor en los contratos bilaterales. Edit Civitas. Cuadernos Civitas) refuta esta alegación diciendo que el Art. 1.501 se refiere a aquellos supuestos en que se haya pactado un aplazamiento del precio, pues sin tal aplazamiento el comprador debería intereses desde la entrega por aplicación del Art. 1.124, en todo los casos y no solo en los detallados por el Art. 1.501.

Este precepto vendrá pues referido a aquellos casos en que no se da incumplimiento por parte del comprador, pese a haberse producido ya la entrega de la cosa, simplemente porque no ha vencido todavía el plazo para el pago del precio.
      Todo lo anterior lleva a Albaladejo a sostener que lo que realmente pretende decirnos el último párrafo del artículo 1.100 es lo siguiente:

"En las obligaciones recíprocas para constituir en mora a una parte no basta la reclamación de la otra, sino que hace falta también que esta haya cumplido lo suyo. Eso si se trata de caso en que la constitución en mora requiere reclamación. Y si se trata de los casos excepcionales de mora automática, entonces, cuando las obligaciones son recíprocas, para la constitución en aquella hace falta, demás del incumplimiento del moroso, el cumplimiento de la otra parte.".
      En favor de la tesis de Albaladejo pueden citarse las sentencias de 17 de octubre de 1924, 13 de Abril de 1931, 15 de Marzo de 1934, 22 de octubre de 1971 y 28 de Noviembre de 1978, y por último la muy importancia de 21 de Noviembre de 1994 a cuyo tenor, el Art. 1100:

".....solo distingue, en realidad, dos tipos demora, la que exige requerimiento y la automática, comprendiendo esta segunda dos supuestos (1º y 2º) de manera que no hay un tercero pues el segundo (sic) párrafo debe interpretarse en relación con los anteriores del artículo en el sentido de acumular a los generales un requisito más de la mora, propio de las obligaciones recíprocas.".
. mora del deudor, sus efectos.

     1) Daños y perjuicios pagados por el deudor constituido en mora cuando nos hallamos ante una obligación de hacer.

     Si la obligación consiste en el pago en dinero de una cantidad, la indemnización no habiendo pacto en contra, dice el Art. 1.108 que consistir  en el pago de los intereses legalmente convenidos y a falta de convenio en el inter‚s legal.

     El pago de intereses plantea diversas cuestiones:


* ¿Que ocurre cuando se capitalizan al nacer la obligación, pasando a formar parte del principal?.

     "A" presta a "B" cierta suma sobre la cual se calculan unos intereses y sumadas ambas cifras se representan por cierto numero de recibos sin especificarse los efectos de su falta de pago: Ante el Juzgador se abren dos vías, o considerar los intereses no satisfechos ni vencidos deben de ser deducidos de la cantidad a satisfacer por el demandado (pues la sentencia ya le condenara en su día al pago de los intereses legales) o bien considerar que al haberse acumulado los intereses a la deuda principal desde que se firmo el contrato, han sido asumidos por el deudor como cantidad debida y exigible en su integridad desde que se deja de pagar.

     La obligación de satisfacer estos intereses "capitalizados" puede derivarse de considerar tal pacto implícito en la obligación con el carácter de cláusula penal, pero si así lo decide el Juez, es evidente que su devengo impide el devengo de cualesquiera otro tipo de interés hasta el momento en que la resolución judicial gana firmeza, pues cuando el Art. 1.108 del C ci se inclina por hacer prevalecer como indemnización de daños y perjuicios el interés pactado sobre el interés legal, excluye que se devenguen ambos.

* ¿Durante que lapso de tiempo deberán satisfacerse los intereses previstos por el Art. 1-108?.
     Su cuantificación se extender  desde el momento en que el deudor se haya constituido en mora hasta el momento en que se produzca su efectiva satisfacción.

     No importa al respecto que los tramites procedimentales se hayan dilatado en forma mayor a la prevista por las leyes de enjuiciamiento, pues como admitió la sentencia del TS de 13 de Diciembre de 1991 (referida a un caso en que la sentencia se había dictado fuera de plazo debido a la acumulación de trabajo que pesaba sobre él órgano jurisdiccional) el pago de intereses tiene su origen en el incumplimiento del deudor y no en la mayor o menor rapidez con que se hayan pronunciado los tribunales.

* cuantificación.

     El interés legal señalado en la ley de presupuestos generales del estado de 1992  es el 10%.

     Conviene sin embargo enfatizar que este interés legal en que incurrir  el deudor solo regirá  en defecto de interés contractual señalado por las partes. 

     * intereses judiciales.

     Conforme a los párrafos 4 y 5 del Art. 921 de la LEC:
"Cuando la resolución condene al pago de una cantidad líquida, ésta devengará  en favor del acreedor, desde que aquella fuere dictada en primera instancia hasta que sea totalmente ejecutada, un interés anual igual al del interés legal del dinero incrementado en dos puntos, o el que corresponda por pacto de las partes o disposición especial, salvo que interpuesto recurso la resolución fuere totalmente revocada. En los casos de revocación parcial, el Tribunal resolver  conforme a su prudente arbitrio, razonándolo al efecto.
Los establecido en el párrafo anterior ser  de aplicación a todo tipo de resoluciones judiciales de cualquier orden jurisdiccional que contengan condena al pago de cantidad líquida, salvo las especialidades previstas para la Hacienda pública por la Ley General Presupuestaria.".
      Comencemos por el último de estos párrafos: Cuando la condena al pago de cantidad liquida lo es respecto a deudas de la Hacienda Publica, o de la Seguridad Social (TS 5 de Marzo de 1994), conforme a lo dispuesto por el Art. 45 de la Ley General Presupuestaria de 4 de Enero de 1977 si la administración no pagara al acreedor dentro de los tres meses siguientes al de la notificación de la resolución judicial condenatoria, habrá  de abonar el interés previsto en el Art. 36 de la misma ley, pero solo desde que el acreedor reclame por escrito el cumplimiento de tal obligación.
     El momento en que se inicia el devengo de estos intereses judiciales ha planteado alguno problema cuando la sentencia ha sido apelada produciéndose la revocación total o parcial de la misma o simplemente impidiendo mediante la apelación que gane sentencia. El TS se ha pronuncia respecto al inicio del devengo de intereses en la sentencia de 5 de Abril de 1993, declarando que el Art. 921 de la LEC:


"....al desarrollar los intereses legales procesales, contiene el mandato imperativo de que en los supuestos en que las sentencias condenen al pago de una cantidad liquida, esta devengar  en favor del acreedor, desde que aquella fuera dictada en primera instancia y hasta que sea totalmente ejecutada, el interés anual que el precepto contiene, salvo que en la alzada se pronunciase resolución totalmente revocatoria (S 20 de Marzo de 1986). De esta manera el devengo de intereses se produce por el solo hecho de emitirse sentencia con contenido indemnizatorio pecuniario perfectamente preciso, sin que concurra el presupuesto necesario de que la resolución tenga que ser firme, pues la norma no lo exige y esta sala lo ha tenido ocasión de declarar en sentencia de 22 de Abril de 1982.".

     Cuando en apelación se aumenta la indemnización a recibir la diferencia entre la cantidad señalada en la sentencia de primera instancia y la otorgada en apelación, devenga intereses desde que se dicta esta segunda sentencia, pues como dice la misma resolución del TS citada:


"al haber procedido al Tribunal sentenciador a incrementar la misma (la indemnización) hasta la cifra de 15.392.665 pesetas, este exceso devenga también intereses, cuyo computo lo determina la fecha de la sentencia de apelación (SS 22 de Abril de 1984, 19 de Diciembre de 1990 y 30 de Diciembre de 1991)...".
      Por el contrario cuando en la apelación se rebaje el quamtun a percibir, la sentencia, también del TS de 25 de Enero de 1995 prevé:

"....Lo mismo sucede en el supuesto de apelación de producirse la revocación parcial, pero en este caso, si la Sala no ha hecho uso del prudente arbitrio que la ley le concede, razonándolo al efecto, hay que entender que se desengañan también en ejecución de sentencia y se aplicaran sobre la cifra a que se haya reducido la condena, y este habría sido el caso de autos.".
     El interés judicial solo regirá  si las partes no hubieran señalado otro superior, pues en tal caso, como dice la Sentencia de 15 de Junio de 1981, si:

"se estipularon los intereses normales en el mercado del dinero ello no significa que debe estarse al porcentaje del interés legal.".

     Viceversa caso de haberse pactado un inter‚s inferior al previsto en el Art. 921 de la LEC deber  no obstante cumplirse este precepto y aumentarse el inter‚s pactado, pues su finalidad no es otra que sancionar el incumplimiento de las resoluciones judiciales, fin este de carácter público que las partes no pueden obviar por pacto en contra.
      Criterio que confirma la sentencia de 5 de Abril de 1994:


"...como ya ha declarado esta Sala (Sentencias de 22 de Abril 1982, 20 Febrero 1988 y otras), hay que rechazar la compatibilidad de los intereses moratorios ordinarios con los regulados en el artículo 921, párrafo 4, de la Ley Procesal Civil, pues se entiende que los moratorios quedan embebidos en los superiores del artículo últimamente citado a partir de la fecha de la resolución...".
     Para concluir esta referencia a los "intereses judiciales" hay que remarcar que conforme a las sentencias de 10 de Abril de 1990 o de 5 de Abril de 1994 (entre otras muchas), nacen ope legis, sin necesidad de petición ni de expresa condena a su pago.

     * intereses derivados de la ley del seguro.

     Hay un tercer tipo de interés; el derivado de la Ley del Seguro de 8 de Octubre de 1980 que en sus artículos 20 y 38 prevé la aplicación de intereses del 20%, sin embargo el TS tiene declarado respecto a ellos:


a) En sentencia de 3 de Octubre de 1991 que es procedente su pago cuando lo que se ha discutido en el juicio es simplemente la cuantía de la indemnización pretendida con base en una causa alegada que se acredita como exacta en su origen, alcance y efectos.


b) Que en cambio no es procedente la condena al pago de los mismos cuando la cuantía indemnizatoria tiene como base una causa alegada no predeterminada con exactitud en cuanto a su origen, alcance y efectos, que en consecuencia requiere su previa determinación judicial a fines de precisar también los exactos origen, alcance y efectos patrimoniales de índole indemnizatoria;

"....pues que entre tanto no se determine adecuadamente la causa generadora de efectos indemnizatorios, y con ello el "quantum" indemnizatorio que, determine, se da causa justificada de impago que los citados arts 20 y 38 de la Ley de Seguro de 8-10-1980 consideran "a sensu contrario", para no estimar aplicable el mencionado inter‚s del veinte por ciento.....".

c) Que corresponde satisfacerlo también al Consorcio de Compensación de Seguros (TS  5 de Diciembre de 1996 (A-8808).

     Como ultimas notas merece destacarse que tanto respecto al inter‚s legal, como al judicial, como al derivado de la Ley del Seguro son aplicables las siguientes notas:


a) Cuando la cantidad debida no esta especificada, en virtud del principio "in iliquidis no fit mora", no cabra condenar al pago de los intereses sino desde el momento en que por sentencia se concretara tal cantidad.

     Principio este del que ya nos ocupamos al estudiar los Art. 1101 y 1108 del Código y que recoge la sentencia de 22 de Julio de 1991 (citada literalmente por la de 25 de Julio de 1993), diciendo:


".... como reitera últimamente, la sentencia de esta Sala de 5 de Marzo de 1990, en relación con los artículos 1101 y 1108 del CC, la obligación del pago de intereses con relación a la obligación para el pago de una cantidad de dinero, que consideran dichos preceptos, parte del supuesto de que se está  en una situación técnica de mora, que ciertamente no se produce, como indican las sentencias de esta Sala de 4, 5 y 8 de Junio de 1986, cuando hay que determinar antes el saldo exigible, y concretamente, como ponen de manifiesto las SS 22 de Octubre de 1968 y 25 de Mayo de 1981, cuando la cantidad adeudada no es liquida, cosa que ocurre, como sucede en el presente caso, cuando se precisa determinarla mediante un pleito, según reconocen las SS 30 de Marzo de 1981, 15 de Febrero, 18 Octubre y 30 Noviembre 1982; y es que, conforme a la orientación establecida en las SS 17 Febrero, 4 Abril, 10 y 21 Octubre 1986, solo si la cantidad es liquida se deben intereses y si la liquidez se determina en la sentencia su abono solo procede desde que ésta ha adquirido firmeza, en ortodoxa aplicación del principio reconocido en Sentencia (de) 20 (de) Febrero (de) 1988, de que "in iliquidis non fit mora".".

b) También en aplicación de este principio, cuando el quantum a indemnizar fijado en la sentencia sea inferior al reclamado no procede condenar al pago de los intereses legales desde el momento de interposición de la demanda, sino desde que se dictó la sentencia (TS 26 de Junio y 3 de Julio de 1984 y 5 de Febrero de 1991 entre otras muchas).

      Estos principios, están sin embargo, atenuados por la sentencia de 18 de Febrero de 1994, que toma en consideración:

"...la nueva doctrina establecida por esta Sala acerca de las matizaciones que deben hacerse en relación con el principio "in iliquidis non fit mora", recogida en Sentencia de 5 de Abril de 1992, según la cual no parece injusto que, en aquellos supuestos en que como en el presente pueda fácilmente colegirse en la litis la existencia de una deuda en favor del actor y en contra del demandado, se entiende que la completa satisfacción de los derechos del acreedor exige que se le abonen los intereses de tal suma, aun cuando fuese menor de la por él reclamada, desde el momento mismo en que se procedió a su exigencia judicial.".
      Y a su vez este criterio lo ha confirmado la sentencia de 21 de Marzo de 1994, referida a un supuesto en que reclamándole tres millones seiscientas mil pesetas, el juzgado condeno al pago de dos millones novecientas mil. El TS condeno al pago de intereses declarando que:


"El objeto esencial del debate referido a la oportunidad de mantener, en todo caso, con un criterio lineal las consecuencias del principio "in iliquidis non fit mora" ha sido ya materia de examen por esta Sala que en sentencias relativamente recientes ha atenuada el aparente automatismo aplicativo del expresado principio con la introducción de importantes matizaciones, en especial en relación con las deudas dinerarias. Ya en efecto, la Sentencia de 5 de Abril de 1992 señalaba en torno al alcance que debe darse al mencionado brocardo que "junto a la consideración de la condena al abono de intereses producidos por las cantidades debidas como una indemnización o sanción que se impone al deudor moroso, precisamente por su conducta renuente en el pago que da lugar a la mora, cabe también concebir que, si se pretende conceder al acreedor a quien se debe una cantidad ,una protección judicial completa de sus derechos, no basta con entregar aquellos que, en su día, se le adeudaba, sino también lo que, en el momento en que se le entrega, debe representar tal suma, y ello, no por tratarse de una deuda de valor, sino también, y aunque no lo fuera, porque si las costas, incluso fungibles y dinerarias, son susceptibles de producir frutos (léase frutos civiles o intereses) no parece justo que los produzcan en favor de quien debió entregarlas ya con anterioridad a su verdadero dueño, es decir, el acreedor. Tal razonamiento cobra mayor fuerza si tenemos en cuanta que, por regla general y salvo algunos supuestos, como pueden ser aquellos en los que las relaciones que unen a deudores y acreedores pueden ser calificados como de cuentas corrientes en los que solo la fijación, en su caso judicial, del saldo, atribuye al acreedor derecho a su cobro, y si se quiere, aquellos otros en los que la complejidad de las relaciones habidas entre las partes litigantes excluyen la fácil determinación de la cantidad realmente adeudada, en los restantes debe subrayarse que la sentencia no opera la creación de un derecho con carácter constitutivo, sino que, por el contrario tiene carácter meramente declarativo, lo que permite concluir que, a través de la misma, no se hace sino declarar un derecho (bien sea real o bien de crédito) a la obtención de una cosa o cantidad, que, con anterioridad a la resolución judicial, ya pertenecía, y debía haberle sido atribuida al acreedor. Si, como ya se tiene dicho, las cosas claman por su dueño y deben ser entregadas a este con todos sus accesorios, frutos e intereses, no parece injusto que, en aquellos supuestos en que, como el presente, puede fácilmente colegirse en la litis la existencia de una deuda en favor del actor y en contra del demandado, se entienda que la completa satisfacción de los derechos del acreedor exige que se le abonen los intereses de tal suma, aun cuando fuese menor de la por él reclamada, desde el momento mismo en que se procedió a su exigencia. La sentencia de 18 de Febrero 1994, ha reiterado igual doctrina.".

      Y es también ratificado por la de 20 de Julio de 1995 (A.6194);


"El último de los motivos hace referencia a infracción del artículo 1108 del Código Civil, ya que la sentencia atacada condena al recurrente al pago de los intereses legales moratorios, desde la fecha de interposición de la demanda, lo que no obstaculiza el hecho de que dicha resolución condene al pago de menor cantidad que la peticionada, conforme a la nueva y progresiva doctrina de esta Sala  (Sentencias de 18 Febrero 1994 y 21 Marzo 1994), pues la cantidad que fija como deuda dineraria, efectivamente era debitada por el recurrente al tiempo de interponer la demanda, incurriendo en mora, conforme al articulo 1100 del Código Civil.


El tradicional principio "in iliquidis non fit mora" exige, en los actuales tiempos, un adecuado replanteamiento en sus efectos, mitigando la rigidez y automáticos de su aplicación indiscriminada a todos los supuestos de no coincidencia de la cantidad que se demanda con la que otorga la sentencia, en cuanto esta no viene a constituir un derecho que se impone a los litigantes, sino a declarar derechos que asistían al acreedor y que, solo se concreta en su extensión cuantitativa, existiendo ya tal derecho.".
En el mismo sentido la Sentencia del Ts de 22 de Octubre de 1997 (A. 7410).

      * intereses derivados de la Ley 7/1996 de 15 de Enero de Ordenación del comercio Minorista.

      Que para las adquisición de mercancías realizadas por comerciantes, con precio aplazado, prevé, en su articulo 17. 4, que la no satisfacción de este devengue el inter‚s legal incrementado en un 50 % mas, salvo que el pactado fuere mayor. Estos intereses se devengan en forma automática a partir del día siguiente al señalado para el pago o a aquel en que se efectuó la entrega de defecto de pacto.
     El C ci sigue regulando el pago de intereses en los arts 1.109;


"Los intereses vencidos devengan el inter‚s legal desde que son judicialmente reclamados aunque la obligación haya guardado silencio sobre este punto.


En los negocios comerciales se estar  a lo que dispone el código de Comercio.


Los Montes de Piedad y Cajas de ahorro se regir n por sus reglamentos especiales.".

y 1.110;


El recibo del capital por el acreedor, sin reserva alguna respecto a los intereses, extingue la obligación del deudor en cuanto a estos.


El recibo del último plazo de un d‚bito, cuando el acreedor tampoco hiciere reservas, extinguir  la obligación en cuanto a los plazos anteriores.".

Y los efectos de la mora del deudor siguen extendiéndose a;
     2) Responder de los riesgos, perecimiento y deterioros de la cosa aunque sea por caso fortuito.

   No consigna el C ci la excepción señalada en otras legislaciones en el sentido de que no responder  el deudor para el caso de probar que el perecimiento o perdida habría acontecido igualmente aun después de realizado el pago. Sin embargo la doctrina piensa que puede llegarse a esta solución por el sentido restrictivo que hay que dar a la responsabilidad por daños fortuitos.

. mora del deudor, su cesación.

Tiene lugar:


1) Por voluntad del acreedor: como en los casos de renuncia al pago de la indemnización debida, concesión de prorroga, novación de la obligación etc.


2) Por concesión de un plazo legal al deudor.


3) Por incurrir también el acreedor en mora.
. mora del acreedor, sus requisitos.


1) Que se trate de una obligación vencida para cuyo cumplimiento haga falta el concurso del acreedor.


2) Que el deudor realice todo lo conducente a la ejecución de la prestación lo que supone el ofrecimiento de pago al acreedor.


3) Que el acreedor no acepte la prestación o en general no coopere al cumplimiento de la obligación sin justificación legal para ello.

. mora del acreedor, sus efectos.


1) La mora del acreedor excluye la del deudor.


2) Pasa a cargo del acreedor el riesgo por caso fortuito que pesaba antes sobre el deudor.


3) El deudor puede obtener su total liberación mediante la consignación de la cosa debida.
LA CULPA.

. Art. 1104.

      La define el citado precepto diciendo:

"La culpa o negligencia del deudor consiste en la omisión de aquella diligencia que exija la naturaleza de la obligación y corresponda a las circunstancias de las personas, del tiempo y del lugar.


Cuando la obligación no exprese la diligencia que ha de prestarse en su cumplimiento, se exigir  la que correspondería un buen padre de familia.".
. concurrencia con la extracontractual.

      Cuando un mismo hecho pueda dar lugar a la aparición de una culpa calificable tanto de contractual como de extracontractual, el acreedor tendrá  a su favor ambas acciones, por ello el TS en sentencia de 17 de Junio de 1994 (que cita a la de 6 de Octubre de 1992), declara que:

"...cuando un hecho dañoso es violación de una obligación contractual y, al mismo tiempo, del deber general de no dañar a otro, hay una yuxtaposición de responsabilidades, contractual y extracontractual, y da lugar a acciones que pueden ejercitarse alternativa o subsidiariamente, u optando por una u otra, o incluso proporcionando los hechos al juzgador para que este aplica las normas en concurso (de ambas responsabilidades) que mas se acomoden a aquellos, todo ello en favor de la víctima y para lograr un resarcimiento del daño lo mas completo posible, criterio reiterado en sentencia de 15 febrero 1993. Y la de 10 Junio 1991, que cita la de 19 Junio 1984, en el sentido conocido de que no es bastante que haya un contrato entre las partes para que la responsabilidad contractual opere con exclusión de la aquilina, sino que se requiere para ello que la realización del hecho dañoso acontezca dentro de la rigurosa orbita de lo pactado, insiste en que es posible la concurrencia de ambas clases de responsabilidad en yuxtaposición.
Y DOLO CONTRACTUAL.

. define y código civil.

     El dolo es la acción u omisión que con conciencia y voluntad de producir un resultado antijurídico, impide el cumplimiento normal de una obligación.
     Presupone pues un elemento intelectual (conciencia) y un elemento volitivo (voluntad de violar el derecho de crédito ajeno), mas no requiere la intención de perjudicar al acreedor.
     Según el C ci la responsabilidad procedente del dolo es exigible en todas las obligaciones y la renuncia de la acción para hacerlo efectiva es nula (Art. 1.102). Claro es que este último principio se refiere a la renuncia anticipada o anterior a la comisión del dolo, pues la indemnización del dolo ya causado y conocido es indudable que puede ser objeto de renuncia.
     Solo dos preceptos vienen en el C ci referidos al dolo, y ello ensede de obligaciones y contratos , estudiables por tanto al referirnos a los vicios del consentimiento, son los Art. 1.269 y 1270;

" Hay dolo cuando con palabras o maquinaciones insidiosas de parte de uno de los contratantes, es inducido el otro a celebrar un contrato que, sin ellas, no hubiera hecho.".

"Para que el dolo produzca la nulidad de los contratos deberá ser grave y no haber sido empleado por las dos partes contratantes.

El dolo incidental solo obliga al que lo empleo a indemnizar daños y perjuicios.".
. conducta omisiva.

     El Ts tiene declarado que puede consistir en un comportamiento omisivo y así la sentencia de 27 de Septiembre de 1990, referida a un supuesto en que se había vendido un Restaurante-Bar ocultando al comprador que carecía de las pertinentes licencias administrativas, sentó:

"...el dolo civil se caracteriza por ser producto de la astucia, maquinación o artificio, incidente en el motivo esencial determinante de la decisión de otorgar el contrato, abarcando según tiene declarado esta Sala, en sentencias entre otras de 26 de octubre de 1981 y 15 de Julio de 1987, no solo la insidia o maquinación directa, sino también la reticencia del que calle o no advierte debidamente a la otra parte....".
CASO FORTUITO.

. concepto y clases.

          Es aquel accidente no imputable al deudor que impide el exacto cumplimiento de la obligación, o mas concretamente:
          El acontecimiento no imputable al deudor, imprevisto o previsto pero inevitable que imposibilita al exacto cumplimiento de la obligación.
          Dice la Sentencia del TS de 9 de Noviembre de 1949 que:

"la posibilidad de prever los sucesos es un concepto teóricamente amplísimo y de limites imprecisos que hay que entenderlo, en su aplicación legal y practica, como excluyente de aquellos hechos totalmente insólitos y extraordinarios que, aunque no imposible físicamente, y , por tanto, previsibles en teoría, no son de los que pueda calcular una conducta prudente atenta a las eventualidades que el curso de la vida permite esperar.".
. requisitos.


1) Que sea un hecho imprevisto o previsto pero inevitable (TS 12 de Marzo de 1958 y 11 de Noviembre de 1982).

2) Que sea independiente de la voluntad del deudor y por tanto no imputable a ‚l. (TS 20 de Febrero de 1950 y 12 de Marzo de 1956 ).

3) Que imposibilite al deudor para el cumplimiento de su obligación, o bien que impida el nacimiento de una obligación que pueda sobrevenir (TS 7 de Abril de 1965).

4) Que haya un vinculo de causalidad entre el acontecimiento, la obligación, y la imposibilidad del cumplimiento, sin que en este vínculo intervenga como factor apreciable la actividad dolosa o culposa del deudor..
. efectos.


1) Libera al deudor del cumplimiento de la obligación y de la responsabilidad por los daños y perjuicios que pueda sufrir el acreedor. Diciendo el Art. 1105:

"Fuera de los casos expresamente mencionado en la Ley, y de los en que as¡ lo declare la obligación, nadie responder  de aquellos sucesos que no hubieran podido preverse,  o que, previstos fueran inevitables.


2) Si el cumplimiento fuere posible en parte se verificara la ejecución de la obligación en lo que fuere posible, extinguiéndose en las demás.

3) Si la imposibilidad fuere meramente temporal el deudor no responde de la mora mientras actúe el caso fortuito.


4) Al acreedor le corresponde el derecho de obtener las ventajas ocasionales derivadas del caso fortuito, por ejemplo, la indemnización del seguro por la perdida de la cosa, ya que si el ha de sufrir el daño es equitativo que goce de los beneficios que indirectamente resulten de la situación.".
. prueba.

    En cualquier caso su prueba corresponde al deudor, pues al alegarlo solicita la extinción de la obligación y quien invoca esta debe probarla.
      En base a ello el TS declaro (26 de Marzo de 1928 y 8 de Enero de 1929) que no todo incendio por causas desconocidas es fortuito, y si no se probo la causa del siniestro no pudo ni debió declararse que fue fortuito, esto es, inevitable o fuera de la previsión racional, porque esta apreciación pugna con las reglas de la sana lógica, los dictados de la razón y con los artículos 1183 y 1214 del Código Civil.
Y FUERZA MAYOR.

      Dos son las teorías que la separan del hecho fortuito:
      1) La subjetiva, representada especialmente por GOLDSCHMIT. Tomo en consideración los criterios de imprevisión e inevitabilidad: caso fortuito para ella es el acontecimiento que no pudo preverse, pero que previsto, pudiera haber sido evitado (por ejemplo el ataque repentino sufrido por el vigilante de un hotel, que da ocasión a un robo.), en tanto que fuerza mayor es el acontecimiento que aún cuando se hubiera previsto habría sido inevitable (por ejemplo el incendio.).
     2) La teoría subjetiva, representada por JOSSERAND, para la cual el caso fortuito es el acontecimiento que tiene lugar en el interior de la empresa o circulo afectado por la obligación. La fuerza mayor, por contra, es el acaecimiento que se origina fuera de esa empresa o circulo del deudor y con violencia insuperable tal que considerado objetivamente queda fuera de los casos fortuitos que deben preverse en el curso ordinario o normal de la vida.
      La Sentencia del TS de 11 de Noviembre de 1982 declara que:

"...aunque hay hechos que independientemente de la voluntad de las personas pueden crear una determinada consecuencia, no por ello constituyen casos de fuerza mayor si pudo ser prevista la posibilidad de que concurrieran y mayormente con el empleo de los medios técnicos adecuados de comprobación.".
      Como fuere, queda o no separar el caso fortuito de la fuerza mayor, el C ci prevé respecto de ellos en el Art. 1105:

"Fuera de los casos expresamente mencionados en la Ley y de los en que así lo declare la obligación, nadie responder  de aquellos sucesos que no hubieran podido preverse o que previstos, fueran inevitables.".
CUMPLIMIENTO FORZOSO EN FORMA ESPECIFICA.

      Lo recoge el C ci en los siguientes preceptos:
Art. 1096 p 1 y 2 relativos a las obligaciones de hacer:

"Cuando lo que deba entregarse sea una cosa determinada el acreedor, independientemente del derecho que le otorga el Art. 1101, puede compeler al deudor a que realice la entrega.


Si la cosa fuere indeterminada o genérica, podrá  pedir que se cumpla la obligación a expensas del deudor.".
Art. 1097, dar accesorios.
"La obligación de dar cosa determinada comprende la de entregar todos sus accesorios, aunque no hayan sido mencionados.".
Art. 1098;

"Si el obligado a hacer alguna cosa no la hiciere se mandar  ejecutar a su costa.


Esto mismo se observara si la hiciere contraviniendo el tenor de la obligación. Además podrá  decretarse que se deshaga lo mal hecho.".
Art. 1099, obligación de no hacer;

"Lo dispuesto en el p 2 del Art. anterior (deshacer lo mal hecho) se observara también cuando la obligación consista en no hacer y el deudor ejecutare lo que le había sido prohibido.".
. su conversión en pago por equivalencia.

      Sin embargo, cuando materialmente resulta imposible el cumplimiento en forma especifica de lo pactado, el juez lo sustituir  por la correspondiente indemnización, convirtiéndolo así en cumplimiento por equivalencia. Veamos al respecto la sentencia del TS de 27 de Mayo de 1994:

"Por último, no se produce incongruencia, según la Sentencia de 4 noviembre 1985, si la obligación de transmitir la cosa en forma especifica no es posible y se transforma en cumplimiento por equivalencia, respetándose la sustancia de lo pedido, de acuerdo con las normas legales, acogiéndose así aspectos complementarios o accesorios que estén sustancialmente comprendidos en el objeto del debate e implícitamente en la pretensión deducida en la demanda (ver sentencia de 27 junio 1986), pues la ejecución "in natural" resulta de imposible ejecución por razones objetivas contrastadas en la apreciación de la prueba........".
      Criterio que confirma la sentencia de 16 de Marzo de 1995.

"Todo lo cual hace que procede acudir al cumplimiento por equivalencia pecuniaria, por ser supuesto de persistencia incumplidora objetivamente acreditado, lo que se relega al tramite de ejecución de sentencia, pues según declara el Tribunal Constitucional en Sentencia de 17 octubre 1991, en definitiva resulta que "tan constitucional" es una ejecución de sentencia que cumple el principio de identidad total entre lo ejecutado y lo establecido en el fallo, como una ejecución en la cual por razones atendibles, la condena sea sustituida por su equivalente pecuniario. Esta Sala ha afrontado la cuestión y en Sentencias de 26 febrero 1991 y con mayor precisión en la de 27 mayo 1994, que se apoya en la precedente de 4 noviembre 1985, para declara que si la obligación de trasmitir la cosa en forma especifica no es posible, se transforme en cumplimiento por equivalente, solución que no significa incurrir en incongruencia por tratarse de decisión que posibilita la ejecución del fallo, lo integra y se acomoda sustancialmente a lo pedido, de acuerdo con las normas legales, al acogerse estados que son complementarios y se presentan necesarios para satisfacer las pretensiones justas que se acogen y con mayor razón, como aquí sucede, cuando se comprende en el suplido de la demanda, la petición gen‚rica de daños y perjuicios.".
      Y esta sustitución de lo que se debió de hacer por su equivalente económico:

1) Abarcara también a los daños y perjuicios que se hayan derivado del incumplimiento por parte del deudor, debiéndose considerar a este culpable del incumplimiento; fue el caso contemplado por la sentencia del TS de 26 de Diciembre de 1995 (A. 9209):

"b) En cuanto a la calificación de la conducta del Ayuntamiento como culpable o negligente, basta advertir que la omisión de la ejecución subsidiaria de las obras denota la existencia de culpa o negligencia por cuanto, no solo se hallaba vinculada al cumplimiento de lo acordado, sino que las circunstancias que hacían necesarias las obras y el riesgo ínsito en su inejecución, así como la posibilidad de un resultado final dañoso y evitable, configuran una típica situación culposa aunque el inmueble no se hallara inicialmente en estado de ruina, sin que sea aceptable lo alegado por el Ayuntamiento en el sentido de que, al ordenar las obras, ya estaba adoptando una conducta excluyente de culpa o negligencia por su parte, sino que, al omitir la ejecución subsidiaria de las obras también acordada, incurrió en negligencia voluntaria, a lo que aun puede añadirse que no acordó ni siquiera la adopción de medida alguna tendente a comprobar cual era el estado del edificio cuando venció el plazo dado para la ejecución de las obras por los propietarios.".
Recuérdese sin embargo que solo es posible acudir a la vía indemnizatoria cuando al juez le resulte imposible compeler al cumplimiento forzoso, haciendo aquellos a lo que esta obligado el deudor (TS 28 de Junio de 1996 ,A-5366; que cita además las de 2 de Febrero de 1959 y 26 de Marzo de 1965).

2) Pero en su determinación podrán compensarse las culpas concurrentes de las partes, dando lugar;


"a una moderación de la responsabilidad del deudor (en lo referente al "quantum" del equivalente económico que ha de sustituir a la prestación incumplida), en función de la proporción en que se entienda que ha intervenido dicha culpa compartida del deudor.

EL RESARCIMIENTO DE DAÑOS Y PERJUICIOS.

. Art. 1.101.

"Quedan sujetos a la indemnización de daños y perjuicios causados los que en el cumplimiento de sus obligaciones incurrieren en dolo, negligencia o morosidad y los que de cualquier modo contravinieren el tenor de aquellas.".
. requisitos.

Lo son:

1) Que exista un incumplimiento culpable de la obligación. El Ts en sentencia de 24 de Marzo de 1928 declaro que por el mero hecho de existir el incumplimiento se presume iuris tantum la culpabilidad.

2) Que no se pueda obtener el cumplimiento.

3) Que exista daño resarcible.

Se ha discutido mucho si los términos daños y perjuicios son sinónimos o tiene por el contrario un sentido diferente significando el primero la perdida que se sufre y el segundo la ganancia que se deja de percibir (lucro frustrado).

El c ci alemán ofrece en este punto una norma racional; considerando ganancia frustrada aquella que con cierta probabilidad fuese de esperar, atendiendo al curso normal de las cosas o las especiales circunstancias del caso concreto y particularmente a las medidas y providencias adoptadas, no bastando pues la simple posibilidad de realizar la ganancia sino que ha de existir cierta probabilidad objetiva que resulte del curso normal de las cosas y de las circunstancias especiales del caso concreto.

El Ts con criterio restrictivo y prudente ha declarado que ha de probarse rigurosamente que se dejaron de obtener ganancias sin que estas sean dudosas o contingentes y solo fundadas en esperanzas.

Hay que plantearse además la cuestión del daño moral entendiendo por tal los perjuicios que afectan a los bienes inmateriales de las personas como la libertad, el honor, la salud, etc.

Y puesto que su quebrantamiento no se traduce en un daño material inmediato han de valorarse con un régimen distinto del que gobierna los daños propiamente  dichos; los requisitos que afectan al nexo causal y a la prueba de los daños morales han de ser tratados con menos severidad que cuando se trate de daños materiales (nos remitidos  82).

4) Que exista un nexo causal entre el daño y el hecho que lo origine, pues solo se han de resarcir los daños que constituyen una consecuencia del hecho que obliga a la indemnización.

El Ts admite la "compensación de culpa" y así cuando quien pretende la indemnización ha cooperado con su actitud o actividad al incumplimiento de la obligación o a la efectividad de los daños y perjuicios que ahora reclama el tribunal podrá estimar la proporcionalidad o concurrencia de las causas y tenerlo en cuenta al determinar la cuantía indemnizatoria (TS 13 de Marzo de 1953 y 25 de Noviembre de 1959).
. extensión.

Art. 1.106:

"La indemnización de daños y perjuicios comprende no solo el valor de la perdida que hayan sufrido, sino también el de la ganancia que haya dejado de obtener el acreedor, salvas las disposiciones contenidas en los artículos siguientes.".
     Vale lo antes dicho para su conceptualización y solo añadir que:

A) Conforme a sentencia de 1 de Marzo de 1954, la valoración del daño ha de remitirse al momento en que ha sido realizado o al de la fecha en que por la parte agraviada fuera conocido.
B) Que la reclamación de daños y perjuicios lleva implícita la petición al abono de intereses de lo reclamado (TS 7 de Junio de 1994).

Art. 1.107.

"Los daños y perjuicios de que responde el deudor de buena fe son los previstos o que se hayan podido prever  al tiempo de constituirse la obligación y que sean consecuencia necesaria de su falta de cumplimiento.


En caso de dolo responderá el deudor de todos los que conocidamente se deriven de la falta de cumplimiento de la obligación.".
. prueba y liquidación.

     La prueba corresponde al acreedor porque como tiene reiteradamente declarado la jurisprudencia el incumplimiento por si solo no implica ni supone la existencia del perjuicio al objeto de relevar de la prueba de este.
     Sin embargo esta regla no es tan rígida que no pueda admitirse su inversión, así la sentencia del TS de 26 de Mayo de 1990 se ocupa de un caso en que se había vendido una planta baja en primera línea de playa al objeto de poderla destinar a la instalación de un bar-heladería, lo que no fue posible por ser el total inmueble (vendido en fase de construcción) objeto de expediente municipal por infracción de la legislación urbanística. Solicitada la indemnización de daños el Ts sentó:

"....que en los casos en que de los hechos demostrados se deduzca necesaria y fatalmente la existencia del daño, no es preciso acreditar su realidad además de la de los hechos que inexcusablemente lo han causado, "sin que se excluya la idea de que el incumplimiento constituya "per se" un perjuicio, un daño, una frustración en la economía de la parte, sobre todo si se tiene en cuenta que en los casos de incumplimiento contractual no ha de exorbitarse la prueba de los daños cuando los mismos se pueden apreciar como necesariamente derivados de los hechos base del incumplimiento y de la propia naturaleza de la expectativa que se ha visto frustrada", a lo que solo ha de añadirse que, según sentencias de 9 de Mayo y 27 de Junio de 1984, hay casos en los que el mero incumplimiento constituye un daño "in re ipsa".".
      El mismo criterio adopta la sentencia de 22 de Octubre de 1993, referida a un supuesto en que un arrendatario había continuado en la posesión ilegitima de varios apartamentos arrendados hasta su expulsión por el juzgado, el arrendador reclamo en concepto de daños y perjuicios el valor del arrendamiento durante los meses que duro la ocupación ilegitima y el TS en importante resolución, sentó:

"El Código Civil no regula la probanza de los daños y perjuicios, salvo la regla general contenida en su Art. 1214. En casos como el presente, en que resulta una situación de incumplimiento contractual probada única y exclusivamente por la parte arrendadora, tal incumplimiento ya determina por si mismo la obligación reparadora que surge como consecuencia natural e inevitable.

Esta Sala así lo ha entendido y en S 24 de Enero de 1975 declaró la procedencia indemnizatoria al proseguir en la explotación de un arrendamiento minero en contra la voluntad del propietario, por hecho totalmente acreditado y no negado ni desconocido de contrario. La S 30 de Septiembre de 1989 (con remisión a las precedentes de 9 de Mayo y 27 de Junio de 1984) estableció la doctrina de que el solo incumplimiento contractual no excluye la idea de que el incumplimiento no constituya "per se" un perjuicio o daño, una frustración en la económica de la parte, en su interés material o moral, pues lo contrario equivaldría a sostener que el contrato operó en el vacío y sus vicisitudes, en concreto, las contravenciones de las partes, no habría de tener ninguna repercusión, pues así se contra diría la fuerza vinculativa de los negocios obligacionales y sus correspondientes consecuencias que prevén los arts 1258 y concordantes del Código Civil. No es de justicia efectiva que estas situaciones creadas por la decisión unilateral de una de las partes, queden impunes y libres de toda compensación y reintegro económico, al conforma "in re ipsa" el propio perjuicio y la prueba la representa la situación provocada deliberadamente por quien obtuvo el lucro. Lo contrario sería premiar y proteger la mala fe contractual y amparar estados de evidenciado enriquecimiento injusto positivo, en razón a las ventajas patrimoniales que la sociedad recurrida procuro al margen del contrato relacionante y cuando se había extinguido el mismo.

La doctrina jurisprudencial expuesta vino a ser consolidadas en la S 7 de Diciembre de 1990, al reputar posesión de mala fe la decisión arbitraria de no entregar los apartamentos alquilados a la finalización del contrato, encontrando tal posesión defectuosa en el Art. 155 del código Civil la correspondiente sanción.".
      Y por último la sentencia de 3 de Mayo de 1994 se ocupa también de un supuesto en que se reclama conjuntamente la resolución de un contrato y el abono de los daños y perjuicios: "A" vendió a "B" un inmueble con el negocio de panadería que en el mismo se explotaba. Al impagarse el precio aplazado "A" reclamo la resolución de la compraventa y el abono de daños y perjuicios y el TS admitido que del precio ya percibido que "A" tenia que devolver a "B", para resolver el contrato, podía este deducir los daños que se fijasen en ejecución de sentencia, dando las base para fijarlos, al establecer:

"Dado que los compradores han tenido el uso y goce del inmueble e industria objeto de la compraventa, no pueden ser reintegrados de la totalidad del precio que han pagado para su adquisición, pues comportaría un enriquecimiento injustificado. Por tanto, únicamente tendrán derecho al reintegro, dentro de los limites de 4.700.000 pts, de lo que exceda de la cantidad a que ascendería el arriendo de un inmueble e industria de análoga calidad y situación local a lo vendido durante el tiempo en que han estado en su posesión, lo que se determinara en ejecución de sentencia.".
. momento en que se fija su cuantía.

      La liquidación o sea la determinación de su cuantía puede ser hecha:

a) por las partes mismas.

 b) o en su defecto por el Juez preferentemente en la Sentencia, pues como dice el Ts en 22 de Febrero de 1991:

"...se debe prescindir del tramite de ejecución de sentencia, para fijar la cuantía dineraria de un pronunciamiento condenatorio, en los casos en que el juzgador razonablemente aprecie en el proceso, elementos de juicio suficientes para fijar en el fallo el quantum indemnizatorio, solo diferible a aquel tramite de ejecución, dicen las sentencias de 3 de Mayo de 1961, 14 de Mayo de 1963 y 22 de Mayo de 1984, en el supuesto de que, durante el proceso, sea imposible determinar la cuantía de los daños, ya que la reserva que supone trasladar dicha cuantificación al tramite de ejecución, con el efecto, añadido al dilatorio de dejar abierta la posibilidad de un nuevo pleito, con el acordado aplazamiento, contrario también al mandato del Art. 361 de la ley procesal es, sobre indeseable, de utilización excepcional máxima cuando la posibilidad de discusión ha estado abierta...".
o c) en la ejecución de ella.

    Según lo alegado y probado en el pleito con arreglo a la Ley de Enjuiciamiento Civil (Art. 928 a 931) y en su caso acudiendo al proceso incidental de los arts 937 a 945 de la misma LEC y siempre, sobre la base de que la cantidad resultante no exceda de la establecida como base de las pretensiones formuladas en el escrito inicial de demanda (Ts 15 de Junio de 1990).
      Pero si bien puede deferirse a la fase de ejecución de sentencia la cuantificación de los daños y perjuicios, lo que no puede determinarse en ella, pues necesariamente al respecto habrá  de pronunciarse la sentencia, es la determinación de su existencia o inexistencia, y como dice el TS en sentencia de 5 de Marzo de 1992:

"La declaración y prueba de la existencia de los daños durante la litis no puede ser suplida por la remisión del problema a la fase de ejecución de la sentencia, puesto que el Art. 360 de la Ley de Enjuiciamiento Civil presupone la necesidad de que las partes prueben en el proceso declarativo y el Juez investigue y estime en la sentencia la existencia de una infracción contractual o de un acto ilícito y la de los daños y perjuicios causados realmente; doctrina aplicable tanto a la culpa contractual como a la extracontractual (SS 17 de Febrero de 1951, 22 de Mayo de 1984 y otras muchas). Es inadmisible que al respecto se fijen unas bases, como hizo la sentencia de primera instancia, dirigidas no a cuantificar daños sino a determinar su existencia defiriendo el problema para ejecución de sentencia.".
Doctrina que reitera la Sentencia de 28 de Julio de 1995.

. posibilidad de reclamar conjuntamente.

     En cuanto a la posibilidad de acumular en la misma demanda el cumplimiento de la obligación principal y la indemnización por daños para que ambas peticiones no resulten compatibles puede alegarse la regulación dada para la cláusula penal, ya que esta sustituye a la indemnización de daños y perjuicios y el Art. 1..152 indica que el acreedor no podrá exigir conjuntamente el cumplimiento y la satisfacción de la pena.
     Por contra para apreciar su compatibilidad es alegable:

a) El Art. 1.101 al disponer que quedan sujetos a la indemnización de daños y perjuicios los que en el cumplimiento de sus obligaciones incurrieren en morosidad, y quien incurre en morosidad es evidente que cumple su obligación, aunque tarde y por tanto el acreedor podrá  pedir conjuntamente el cumplimiento de la misma y los daños y perjuicios ocasionados.

b) El Art. 1.124 afirma que puede optarse por el cumplimiento o la resolución "con indemnización de daños y perjuicios en ambos casos".
      La contradicción es mas aparente que real pues en las obligaciones con cláusula penal, la pena además de sustituir a la indemnización de daños y perjuicios sustituye también, salvo que las partes expresen lo contrario al cumplimiento de la obligación principal.
     Puede pues solicitarse el cumplimiento de la obligación (en forma forzosa o alternativa) y simultáneamente la indemnización de daños y perjuicios, pero separando claramente en el petitum de la demanda ambos conceptos ya que respecto al primero para que lo acuerde el tribunal bastara con acreditar que se incumplió la obligación, pero para que se conceda la indemnización de daños y perjuicios ser  necesario probar la existencia de los mismos.
. momento en que se valoran los daños.

     En cuanto al momento en que podrá  determinarse la valoración de los daños causados cuando estos pos su índole sean continuados en el tiempo, nos remitimos a lo detallado en el tema de prescripción de acciones, citando únicamente la sentencia de 25 de Junio de 1990 conforme a la cual no resulta siempre fácil:

"determinar en la practica cuando se produce o ha producido ese "definitivo resultado" que en relación con el concepto de daños continuados se nos ofrece como algo vivo, latente y conectado precisamente a la causa originadora y determinante de los mismos que subsiste y se mantiene hasta su adecuada corrección.".
     El problema relativo al momento en que han de determinarse los daños y perjuicios enlaza con el relativo a si nos hallamos ante una obligación consistente en una deuda de dinero o en una deuda de valor. Ciertamente que cuando por el largo lapso temporal transcurrido desde que se ocasiona el daño hasta que este se repara, la indemnización ha visto disminuir su valor por la depreciación monetaria estaremos infringiendo el derecho del perjudicado a salir indemnes de la situaciones a la que se le aboco.
     Por ello los Tribunales en ocasiones han calificado a la indemnización de daños y perjuicios como una deuda de valor, tendencia que se inicio con la sentencia de la Sala I de 20 de Mayo de 1977, en ella se elevo la cuantía indemnizatoria concedida por la Audiencia desde 190.000 PTS a 5 millones razonando que el órgano jurisdiccional en orden determinar los elementos intrínsecos de los daños y perjuicios tiene que atender al tiempo del ejercicio de la acción, pero en cuanto a la fijación de su cuantía, cuando lo que se pide es su reparación monetaria, no ha de situarse en los casos de alteración del valor monetario ni en la fecha en que se ejercita la acción ni en la fecha de la causación de los daños, sino "en el día en que recaiga la condena definitiva a la reparación", o en su caso al posterior momento en que, ya en periodo de ejecución de sentencia, se fije el montante económico a indemnizar. El mismo criterio fue seguido en sentencias de 21 de Enerom y 29 de Junio de 1978, en las de 22 de Abril y 1 de Diciembre de 1980 y en la de 19 de Octubre de 1996 (A-7508) por citar tan solo algunas
     En materia penal sigue también el criterio de considerar la indemnización de los daños y perjuicios ocasionados con motivo de un accidente de circulación, como una deuda de valor la sentencia de 22 de Febrero de 1982 que confirma la posibilidad de incrementar la indemnización en un 26 % con fundamento en la perdida del poder adquisitivo de la moneda.
     Por último en materia contencioso administrativa la Audiencia Nacional en sentencia de 13 de Marzo de 1979 considero también como deuda de valor aquella en la que la satisfacción del perjudicado tiene lugar mucho tiempo después de haber ocurrido el hecho causante de los daños.
. reclamación en distintas vías.

      Cuando la reclamación de daños y perjuicios se ha realizado en vía penal, lo en ella solicitado no vincula al perjudicado para seguir pidiendo en vía civil la misma cantidad. La sentencia del Ts de 26 de Mayo de 1981 se ocupo de tal supuesto concluyendo la no existencia de un ataque al principio del respeto a los actos propios, y ello en razón a que al ser precisa una apreciación prudencial de los daños personales o corporales que se reclamaban se halla el actor en libertad de criterio para mantener o elevar la expresión numeraria de tales conceptos. Criterio que confirmó la sentencia, también del TS de 16 de Octubre de 1993.
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